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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIOS DE INMEDIATEZ Y SUBSIDIARIEDAD.
… reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución”. (…)
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, delanteramente, advierte la colegiatura que la pretensión cuyo fin es que se revoque el auto admisorio de la demanda, proferida el 7 de febrero del año 2017, el cual se tuvo por notificado por conducta concluyente al demandado, el 12 de junio siguiente, es improcedente, primero porque fue notificado el 13 de junio de ese año, con lo cual se incumple con el presupuesto de inmediatez, pues transcurrieron más de seis meses, que es el tiempo que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, y segundo, porque contra aquel no se formuló oportunamente ningún recurso, con lo cual se deja de lado el requisito de subsidiaridad; ello de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
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Acta No. 006 del 17 de enero del 2019 
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Jaime Alexánder Breton Mejía contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fue vinculado  el Banco Itaú CorpBanca Colombia S.A.  
ANTECEDENTES

Jaime Alexander Breton Mejía, quien cuenta con asesoría judicial, presentó esta acción de tutela por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales que denominó “Buena Fe, al Debido Proceso Constitucional, al Derecho a la Defensa al Derecho a presentar Recurso contra la Sentencia, y al Derecho Fundamental de Acceso a la Justicia ” (sic) (f. 4), que estima conculcados, dentro del proceso de restitución de tenencia radicado con el número 66001-31-03-002-2016-00493-00, al que asistió en calidad de demandado. 

Del extenso recuento fáctico, se extractan los siguientes hechos, relevantes para la resolución del caso: 
La entidad financiera vinculada a este trámite le entregó, mediante un contrato de leasing habitacional, tres inmuebles al accionante, una casa y dos parqueaderos por valor de $230.000.000.oo cuyo pago se efectuaría con 240 cánones de arrendamiento.
Debido a problemas económicos que derivaron en su incapacidad de cumplir con las mensualidades pactadas, procedió a conseguir un comprador para el inmueble, el cual desistió del negocio debido a que, según los certificados de libertad y tradición, los inmuebles estaban embargados por el municipio de Pereira, por obligaciones derivadas del impuesto predial y gravados con una hipoteca desde el año 1999.  Sobre esa situación, su intención de cumplir con su obligación y sus dificultades financieras informó al banco sin obtener solución, pese a que por medio de derecho de petición acudió a múltiples instancias directivas del banco e incluso ante los respectivos organismos de control.
Indica que, aun cuando el banco omitió resolver la cuestión relacionada con los gravámenes de los inmuebles, inició sendos procesos judiciales contra él, uno ejecutivo y el de restitución de tenencia que aquí es objeto de análisis.

Durante el trámite de la restitución de tenencia, en varias oportunidades, en consuno con el demandante, y para evitar que se materializara la restitución, solicitó la suspensión del proceso mientras el banco solucionaba lo del impuesto predial y la hipoteca de los bienes; sin embargo, pese a que le suplicó a la abogada de la entidad financiera su intercesión, fue imposible levantar los gravámenes y vender los inmuebles, a consecuencia de lo cual, luego de una irregular reactivación del proceso posterior a una de las suspensiones solicitadas, el juzgado profirió sentencia el 18 de septiembre del año 2018 y ordenó la entrega de los bienes.
Sobre la actitud del banco denunció: (i) que obró temerariamente y de mala fe, pues, so pretexto de unas suspensiones del proceso, lo indujo al error para que siguiera realizando abonos y no se presentara al proceso a contestar la demanda y proponer excepciones; (ii) las suspensiones no tuvieron como fin que él consiguiera un comprador para los inmuebles, por el contrario ellas tenían por objeto ganar tiempo para arreglar el problema del predial e incrementar el tiempo de mora.

Adicionalmente hizo un recuento de lo acontecido en el proceso de restitución de tenencia y sobre él denunció que, por razones que en líneas siguientes serán estudiadas con detalle, hubo (i) hubo un error inducido, (ii) un defecto fáctico, (iii) una violación directa de la constitución (iv) un defecto procedimental absoluto (v) una falta de defensa material y técnica y (vi) un abuso de la posición dominante del banco
Pidió, en consecuencia, que se revoque el auto del 12 de julio del año 2017 por medio del cual se lo tuvo como notificado por conducta concluyente; subsidiariamente, solicitó revocar la sentencia del 18 de septiembre del año 2018, mediante la cual se declaró terminado el contrato de leasing habitacional y se ordenó la restitución de los inmuebles; también pidió ordenar al Juez accionado revocar las actuaciones de su secretaria, mediante las cuales levantó la suspensión del proceso y dio por agotado el término para contestar la demanda; dictar un auto en el que ordene el levantamiento de la suspensión del proceso y en consecuencia corra traslado para ejercer su contradicción; ordenar al despacho escuchar al demandado pese a estar en mora, porque tal circunstancia obedece a un actuar irregular del banco. 
Con la demanda allegó copia de algunas piezas del expediente objeto de análisis, del contrato de leasing habitacional No. 121688 y de las peticiones y diligencias adelantadas ante el accionado.
Se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones, preventivamente se concedió una medida provisional deprecada consistente en suspender la entrega de los inmuebles objeto de restitución y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo.

La abogada de la vicepresidencia jurídica del banco Itaú CorpBanca Colombia S.A., estimó notoriamente improcedente esta acción de tutela porque el accionante en el proceso de ciernes, no hizo uso de ninguno de los medios ordinarios de defensa de los que disponía, a pesar de haber sido debidamente citado al trámite. 
En relación con el defecto fáctico derivado de un engaño del banco dijo que, contrario a sus dichos, el demandado si contó con el tiempo y la oportunidad para esgrimir los medios de defensa que hubiere considerado adecuados.

En lo que toca con la denuncia sobre violación directa de la constitución, manifestó que el demandado se enteró oportunamente de la demanda, lo que además se presume si se tiene en cuenta que con su consentimiento se solicitó en repetidas ocasiones la suspensión del proceso. 
Sobre el defecto procedimental absoluto indicó que el demandante fue debidamente notificado del proceso y tuvo pleno conocimiento de aquel, además que la presunta irregularidad derivada de la reanudación del proceso, a motu proprio, de la secretaria carecen de fundamento legal porque cuando la solicitud de suspensión del proceso se da por solicitud de las partes, para su reanudación es innecesario el decreto expreso del juez.

En cuanto al uso del derecho del locatario a ceder el contrato y vender los inmuebles dados en leasing habitacional para no entrar en mora, precisó que es equivocada la lectura de la correspondiente disposición legal, porque aquella se refiere a la terminación del contrato y no a la cesión y venta a terceros, dado que la entidad financiera al ser la propietaria de los inmuebles conserva el derecho de dominio hasta tanto el locatario ejerza la opción de adquisición y pague su valor totalmente y solo al vencimiento del plazo pactado el cliente decide si ejerce la opción de compra.
En cuanto a la alusión de un acuerdo de pago que a la fecha no se conoce, adujo que no se entiende cómo puede ser cuestionada su existencia cuando el acuerdo fue propuesto por el locatario. Frente a la falta de defensa material y técnica indicó que fue decisión del demandado no haber concurrido al proceso por medio de apoderado judicial, sin coacción alguna; hizo énfasis en que la falta de designación de apoderado judicial fue el pilar fundamental de su reparo por la alegada falsa de defensa material y técnica. Desacreditó las denuncias que entrono al abuso de la posición dominante esgrimió el demandante y afirmó que con la presente, lo que se pretende es que se desconozca la cosa juzgada y la seguridad jurídica. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude el señor Jaime Alexánder Breton Mejía a este especial mecanismo, porque a su juicio, durante el trámite y en la sentencia que se profirió en el proceso de restitución de tenencia de marras, se violentó su derecho fundamental al debido proceso, principalmente, porque su contraparte con artificios y engaños impidió que ejerciera en debida forma su derecho de contradicción. 





Para el análisis del caso, es menester recordar que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, delanteramente, advierte la colegiatura que la pretensión cuyo fin es que se revoque el auto admisorio de la demanda, proferida el 7 de febrero del año 2017, el cual se tuvo por notificado por conducta concluyente al demandado, el 12 de junio siguiente, es improcedente, primero porque fue notificado el 13 de junio de ese año, con lo cual se incumple con el presupuesto de inmediatez, pues transcurrieron más de seis meses, que es el tiempo que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, y segundo, porque contra aquel no se formuló oportunamente ningún recurso, con lo cual se deja de lado el requisito de subsidiaridad; ello de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
También es improcedente cualquier cargo que se formule contra la sentencia, en consideración a que si el libelista denunció maniobras fraudulentas de la entidad demandante, fácil es colegir que tal suceso encuentra respuesta procesal en el artículo 355 del C.G.P., que trae causales expresas para incoar el recurso extraordinario de revisión, como medio idóneo para obtener el resultado que el aquí libelista busca, como lo ha destacado la jurisprudencia constitucional
.

Debe señalarse que la regla de la subsidiariedad puede romperse, al tenor de esa misma norma, cuando media un perjuicio irremediable. Dicho menoscabo se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido también la jurisprudencia
, condiciones todas que el actor debe acreditar, pero que en el de marras ni siquiera fueron insinuadas. 

En consecuencia se declarará la improcedencia de las pretensiones que tienden la revocatoria del auto admisorio y de la sentencia, proferida en el proceso verbal objeto del presente estudio. 





Por otra parte, para absolver otras denuncias planteadas en el líbelo, cuyo estudio no ha de soslayarse en esta providencia, vale la pena recordar brevemente lo acontecido en el proceso:

1. El 7 febrero del año 2017 se admitió la demanda.
2. El 23 de febrero se corrigió el auto admisorio, en consideración a que se indicó que el nombre del demandante era Jorge Alexánder Breton Mejía, cuando lo correcto era Jaime Alexánder Breton Mejía.

3. El 30 de marzo le fue entregada al demandado la citación para la diligencia de notificación personal.
4. De consuno, las partes solicitaron la suspensión del proceso el 19 de mayo.

5. A consecuencia de la anterior petición, el 12 de junio de ese año, se tuvo por notificado por conducta concluyente al demandado, también se accedió hasta el 12 de julio, a la solicitud de suspensión, la que se repitió en varias oportunidades hasta el 9 de julio del año 2018, cuando no volvió a presentarse ninguna similar. 

6. De esa situación dejó constancia la secretaria del despacho, quien adicionalmente pasó el expediente a despacho del juez previo conteo del término fenecido de traslado para contestar la demanda.

7. El 18 de septiembre se profirió sentencia y se ordenó la restitución de los inmuebles reclamados en la demanda
.




Sin perder de vista el anterior recuento y como el libelista enrostra una numerosa variedad de defectos al funcionario encartado, se estudiarán separadamente, para verificar si alguno de ellos realmente violenta su derecho fundamental al debido proceso. Para el efecto se presentará brevemente, el fundamento fáctico de cada una de las denuncias y de ser el caso, lo que la jurisprudencia ha decantado sobre ellas: 

(i) Error inducido: explica que el Juez fue objeto de engaño, habida cuenta de que el banco omitió informar que había incumplido una de sus obligaciones principales, cual era tener libre de gravámenes y limitaciones al dominio los inmuebles entregados en leasing habitacional:

La jurisprudencia de la Corte Constitucional
 ha dicho que:





…la causal de procedibilidad denominada error inducido o “por consecuencia” se configura cuando una decisión judicial pese a haberse adoptado respetando el debido proceso, valorando los elementos probatorios de forma plausible conforme al principio de la sana crítica y con fundamento en una interpretación razonable de la ley sustancial, ocasiona la vulneración de derechos fundamentales “al haber sido determinada o influenciada por aspectos externos al proceso, consistentes en fallas originadas en órganos estatales”




6.2. La primera vez que esta Corporación se refirió a esta causal fue en la Sentencia SU-014 de 2001, en la que se comprobó la configuración de una “vía de hecho por consecuencia” que derivó en la vulneración del derecho fundamental al debido proceso del accionante con ocasión del trámite penal adelantado en su contra como persona ausente a pesar de encontrarse internado en un establecimiento carcelario público. Específicamente en esa ocasión, este Tribunal determinó que si bien estaba probada la afectación de la prerrogativa fundamental consagrada en el artículo 29 superior, “la violación no podía imputarse al funcionario judicial accionado, pues este cumplió con las ritualidades procesales previstas por la ley como requisito de la declaratoria de persona ausente, antes de adoptar tal determinación. Pero, a pesar de la diligencia del juez, el peticionario nunca fue notificado de la existencia de un proceso en su contra y solo se enteró de la condena tiempo después de haberse proferido, lo que resulta inaceptable puesto que las personas privadas de la libertad se encuentran en una situación de especial sujeción frente al Estado.”




6.3. Desde ese entonces, este Tribunal ha reiterado que se incurre en esta causal cuando “(…) el defecto en la providencia judicial es producto de la inducción al error de que es víctima el juez de la causa. En este caso, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, la actuación judicial resulta equivocada.” Sin embargo, la Corte ha optado por sustituir la expresión “vía de hecho por consecuencia” por “error inducido”, al considerar que es más clara que la noción inicial, en la medida en que la misma se tornaba en un oxímoron, es decir, una contradicción dentro del mismo término, pues la vía de hecho implica una actuación arbitraria por parte del funcionario judicial y este defecto descarta dicha arbitrariedad, pues lo que realmente ocurre es que la autoridad judicial es inducida a error por conductas, hechos o fallas atribuibles a otros órganos del Estado. (Se destaca)




En el de marras, es inexistente un error inducido porque ninguna falla de algún órgano estatal se produjo que hubiera derivado en la conculcación a los derechos fundamentales del actor, la denuncia se funda en el actuar del banco demandante que eligió no mencionar en la demanda los gravámenes que recaían sobre los inmuebles reclamados




Empero, al margen de lo anterior, aquí lo evidente es que para el efecto anexó al líbelo los certificados de libertad y tradición de aquellos, en los que se hizo paladina tal situación; es decir lo que sobre ese aspecto ocurrió en el proceso, nada tiene que ver con el error inducido endilgado en la acción de tutela, ni se funda en hechos desconocidos en el proceso con vocación para derruirlo.  
 (ii) Defecto fáctico: dice que debido a una omisión judicial, hubo “insuficiencia probatoria”, porque el demandado, por engaños del banco, dejó de comparecer al proceso a contestar la demanda, proponer excepciones y solicitar pruebas. 





Tal como se plantea la cuestión, es claro que el accionante considera que hubo una omisión en el decreto y práctica de pruebas, sobre ese preciso aspecto la Corte Constitucional
 ha explicado que:




…se configura, cuando el funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, generando en consecuencia la indebida conducción al proceso “de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución del asunto jurídico debatido.”





Sin embargo, esa ausencia probatoria deviene precisamente por la falta de comparecencia del demandado al asunto, así se afirma porque el funcionario procedió conforme a las reglas que rigen el proceso de restitución de tenencia al que se asiste, en el que, ante la ausencia de oposición a la demanda, se debía proferir sentencia ordenando la restitución, (Art. 384 y 385 del C.G.P); es imposible exigirle al despacho activismo probatorio, cuando nunca tuvo conocimiento de los presuntos artificios que ahora se exhiben. 
(iii) Violación directa de la Constitución: expone que el banco por medio de múltiples solicitudes de suspensión del proceso buscó que él no compareciera al proceso a ejercer su defensa e hiciera abonos a la obligación y por su parte, mientras ellas trascurrían, buscaba solucionar el problema del impuesto predial.





Sobre ese defecto la Corte Constitucional
 ha dicho que:

  



…se estructura cuando el juez ordinario adopta una decisión que desconoce la Carta Política, ya sea porque, (i) deja de aplicar una disposición ius fundamental a un caso concreto, por ejemplo “(a) cuando en la solución del caso se dejó de interpretar y aplicar una disposición legal de conformidad con el precedente constitucional, (b) cuando se trata de un derecho fundamental de aplicación inmediata
 y (c) cuando el juez en sus resoluciones vulneró derechos fundamentales y no tuvo en cuenta el principio de interpretación conforme con la Constitución
”, o (ii) aplica la ley al margen de los dictados de la Norma Fundamental, desconociendo que de conformidad con su artículo 4º “la Constitución es norma de normas”, por lo que en caso de incompatibilidad entre ella y la ley u otra regla jurídica “se aplicarán las disposiciones constitucionales.”
 




A juicio de la Sala, en este caso existe una equivocada comprensión sobre la presunta ocurrencia de esta causal por parte del solicitante, ya que las acusaciones que sobre este aspecto se presentaron están dirigidas contra el banco, nunca respecto de la actuación del juez, quien, en últimas, era el que podría violentar su derecho fundamental al debido proceso.





Como así es y en el proceso, sin mucho andar, se descubre que el trámite se surtió de acuerdo con los parámetros legales y constitucionales que lo rigen, se arriba a la certeza sobre la inexistencia de vulneración al derecho fundamental al debido proceso del accionante. 

(iv) Defecto procedimental absoluto: manifiesta que ocurrió cuando: (a) hubo una indebida notificación del demandado porque en el auto que lo tuvo por notificado por conducta concluyente solo se indicó que se le comunicó el auto admisorio de la demanda adiado el 7 de febrero, el que contenía un error, y no otro que lo corrigió proferido el 23 de febrero; (b) la secretaria del Despacho, motu proprio, sin facultad para ello, levantó la suspensión del proceso, y lo hizo retroactivamente, con un indebido conteo del término para contestar la demanda; (c) se profirió sentencia sin haberse levantado la suspensión del proceso; y (d) el juez omitió requerir a las partes para que informaran los resultados de un acuerdo de pago que fue el fundamento de una de las suspensiones del proceso.
Sobre el aludido defecto, la jurisprudencia tiene dicho que
: 





…se puede configurar porque el funcionario judicial: (i) sigue un trámite totalmente ajeno al asunto sometido a su competencia; (ii) pretermite etapas sustanciales del procedimiento establecido, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de una de las partes o (iii) “pasa por alto realizar el debate probatorio, natural en todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”. Con todo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que, para que sea procedente la acción de tutela contra providencias judiciales por defecto procedimental, deberán concurrir los siguientes elementos: “(i) (Q)ue no haya posibilidad de corregir la irregularidad por ninguna otra vía, de acuerdo con el carácter subsidiario de la acción de tutela; (ii) que el defecto procesal tenga una incidencia directa en el fallo que se acusa de ser vulneratorio de los derechos fundamentales; (iii) que la irregularidad haya sido alegada al interior del proceso ordinario, salvo que ello hubiera sido imposible, de acuerdo con las circunstancias del caso específico; y (iv) que como consecuencia de lo anterior se presente una vulneración a los derechos fundamentales (Sentencias SU-159 de 2002, C-590 de 2005 y T-737 de 2007)”.
 
En este caso, ninguno de los embates propuestos violenta el debido proceso; se explica:

a.
Carece de veracidad que al demandante no se le informó sobre la corrección del auto admisorio de la demanda, de ello da cuenta la citación que para la diligencia de notificación personal se le hizo
 debidamente entregada por la empresa de correo
: 
“SE COMUNICA LA EXISTENCIA DEL PROCESO ABREVIADO DE RESTITUCION DE TENENCIA DONDE EL JUZGADO 2o. CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA PROFIRIO AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA, INFORMANDOLE QUE DEBE COMPARECER AL JUZGADO 2o. CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, CON EL FIN DE NOTIFICARSE PERSONALMENTE DE DICHA PROVIDENCIA (AUTO ADMISORIO DE FECHA FEBRERO 7/2017 Y SU ACLARATORIO DE FEBRERO 23 DE 2.017), DENTRO DE LOS CINCO (5) PRIMEROS DIAS SIGUIENTES A LA ENTREGA DE ESTA COMUNICACIÓN, DE LUNES A VIERNES, DE 7:00 AM A 12:00 AM Y DE 1:00 PM A 4:00 PM.” (se destaca).
Es insignificante la incidencia del hecho de que en el memorial con el que se solicitó por primera vez la suspensión del proceso, se hiciera mención solo al auto del 7 de febrero, cuando lo palmario es que él ya tenía conocimiento sobre la corrección que aquel sufrió, situación que además fue aclarada mediante el auto del 12 junio y notificado por estado el 13 de junio de ese año. 
b.
Es falso que la secretaria del juzgado hubiera levantado la suspensión del proceso; la empleada se limitó a informar sobre el momento en el cual culminó la suspensión del proceso y citó una norma relacionada con la continuación oficiosa del trámite; es inexistente alguna decisión contenida en la constancia que se reprocha
. 
c.
Según el último inciso del artículo 163 del Código General del Proceso, concluido el tiempo determinado por las partes para suspensión del proceso, aquel se reanudará de oficio, por contera, es inexistente alguna disposición en el estatuto procesal que imponga la obligación al funcionario de ordenar, por medio de auto la continuación del proceso cuando su suspensión se produjo por solicitud de las partes. 

d.
Tampoco hay obligación del funcionario de verificar los resultados del acuerdo de pago y, por contera, es un presupuesto innecesario para la resolución del litigio que se presentó. 
No ocurrió, en consecuencia, el defecto procedimental absoluto que se le endilga al despacho enjuiciado. 

(v) Falta de defensa técnica y (vi) abuso de la posición dominante del banco, pues con artificios el banco lo mantuvo en el engaño de un posible arreglo, lo que lo indujo a dejar de contratar asesoría jurídica; y porque su contraparte no quiso arreglar el problema del impuesto predial y el embargo del inmueble para, finalmente, restituirlos por su incumplimiento contractual.

Es clara la improsperidad de estos últimos cargos, porque estas recriminaciones, como otras, cuestionan la actividad desplegada por el demandante en el juicio, no la del juzgado; además, es inentendible cómo pretende endilgarle el accionante al banco alguna responsabilidad en torno al porqué omitió contratar asesoría jurídica cuando la restitución estaba en trámite y más aún, cómo es que pretende hacer ver esa omisión suya como el fundamento de una presunta vulneración al debido proceso.
Si acaso consideró que el banco incurrió en un incumplimiento contractual y que actuó indebidamente, son otros los escenarios que el ordenamiento jurídico ofrece para plantear esos debates, no una acción de tutela contra una providencia judicial que, por más discutible que le parezca, exhibe un razonamiento que no revela una posición arbitraria y antojadiza, con lo cual queda vedada de la injerencia del juez constitucional.





Recuérdese, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que son ajenas a este acontecer, según viene de verse. La posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda.





Bastan las consideraciones planteadas para negar, como se hará, el amparo deprecado, en relación con los últimos cargos analizados en esta sentencia. 




Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales del actor. 





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara la IMPROCEDENCIA la acción de tutela impetrada por Jaime Alexánder Breton Mejía contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local en lo atañe con la revocatoria del auto admisorio de la demanda adiado el 7 de febrero del año 2017 y la sentencia proferida el 18 de septiembre del año 2018, en el proceso de restitución de tenencia con radicado 66001-31-03-002-2016-00493-00.
Se NIEGA en lo demás.

Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Se levanta la medida provisional decretada el 12 de diciembre del año 2018.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
         DUBERNEY GRISALES HERRERA  

Ausencia justificada
� Sentencia C-543-92


� Sentencia T- 291-14


� Ibídem.


� El expediente digitalizado se encuentra en el disco compacto visible a folio 198 del tomo II del cuaderno 1.


� Sentencia T-031/16


� T-393 del 2017


� T-902 de 2005 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).


� Sentencia T-090/17


� En la Sentencia T-765 de 1998 (M.P. José Gregorio Hernández) se recordó que son derechos de aplicación inmediata los consagrados en el artículo 85 de la Carta.


� Ver, entre otras, las sentencias T-199 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-590 de 2009 (M.P. Luís Ernesto Vargas Silva) y T-809 de 2010 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez).


� Cfr. Sentencia T-522 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa).


� Sentencia T-620/13


� Página 65, del disco compacto visible a folio 198 del Tomo II del C.1


� Página 66, del disco compacto visible a folio 198 del Tomo II del C.1


� Página 89, del disco compacto visible a folio 198 del Tomo II del C.1
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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